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El año 2014 se despidió con un Dictamen del Tribunal 
de Justicia sobre la adhesión de la Unión Europea al Con-
venio Europeo de Derechos humanos que era esperado 
con gran expectación por amplios sectores vinculados a 
la defensa de los derechos humanos en la confianza de 
que permitiera una vieja inspiración, que ya había que-
dado frustrada en 1994. Con ello se pretendía remediar 
una compleja situación generada en el continente euro-
peo derivada de la existencia de un sistema de derechos 
fundamentales conformado por la interacción de tres 
niveles de órdenes de protección: el de la UE, el del Con-
sejo de Europa y el de cada uno de los Estados miembros 
de ambas organizaciones (I); un sistema, que si bien en 
el ámbito de la UE no impidió el establecimiento de un 
genuino acervo comunitario en el sector, en cuya cús-
pide cabe situar la Carta de los Derechos Fundamenta-
les inserta en el Tratado de Lisboa y en el Tratado de la 
Unión Europea modificados, si había generado proble-
mas cuya solución podría haber venido de la adhesión 
de la UE al CEDH, máxime cuando en estos textos ya se 
contenían amplias referencias a este último instrumento 
(II). La conveniencia de esta adhesión se justificaba en 
la consolidación del diálogo judicial y en la mejora de la 
coherencia y legitimidad del referido sistema europeo 
de protección de los derechos humanos, pero ya había 
encontrado en 1994 la oposición del Tribunal de Justicia. 
Pese a ello, la iniciativa fue impulsada de nuevo en 2010 
en un clima de gran expectación que avalaba las posibili-
dades de un cambio de actitud en el Tribunal de Luxem-
burgo; no obstante, estas aspiraciones han quedado frus-
tradas de nuevo por el Dictamen 2/2013 de 18 diciembre 
2014 (III) a partir de unos razonamientos jurídicos que, 
sin duda, pondrán en marcha una viva polémica (IV). En 
el fondo del debate descansa la eventual sumisión de la 
Unión, en materia de respeto de los derechos fundamen-
tales, al control de una jurisdicción ajena a la misma: el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
I.  IMBRICACIÓN DEL DERECHO DE LA UNIÓN 
CON LA PRÁCTICA EUROPEA DE PRO-
TECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS
1. Entre los argumentos a favor de los sistemas regio-
nales de protección de los derechos humanos se suele 
aludir a la imposibilidad intrínseca de éstos de alcanzar 
una implementación de carácter universal que tenga 
presente de la heterogeneidad de culturas y creencias 
alrededor del mundo. El fundamento para el reconoci-
miento de un derecho en una región puede ser comple-
tamente distinto en otra afirmándose, a partir de aquí 
que «la existencia de lazos geográficos, históricos y 
culturales» de una misma región, tiende a favorecer la 
justificación de sistemas regionales en detrimento de un 
sistema consolidado como universal (1) y que es suscep-
tible de engendrar serias interferencias respecto de los 
sistemas nacionales de protección de los derechos fun-
damentales. Concretamente en Europa existe un confu-
so sistema de derechos fundamentales conformado por 
la interacción de tres niveles de órdenes de protección: el 
de la UE, el del Consejo de Europa y el de cada uno de los 
Estados miembros de ambas organizaciones (2). Son su-
ficientemente conocidos los problemas que se originan 
en relación con los niveles superpuestos de protección 
con arreglo a los diversos sistemas (v.gr., Derecho de la 
UE, Derecho constitucional nacional y CEDH (3)) y el ni-
vel de protección de los derechos fundamentales garan-
tizado por el Derecho de la UE (4). Indudablemente es 
una cuestión polémica pues incluso dentro de un mismo 
círculo jurídico como el sistema europeo de derechos 
humanos se sigue predicando la diversidad del catálogo 
de derechos y de las modalidades de protección en base 
estatal (5). Dicha polémica parte de la reticencia de cier-
tos sectores a que la «regionalización» de los derechos 
humanos dé lugar a que personas de distintas regiones 
puedan ampararse en diferentes derechos, o que la re-
gionalización de los sistemas de protección de los dere-
chos humanos pueda ignorar estándares universales fija-
dos en esta área. Se acepte o no semejante postulado, de 
lo que no cabe duda alguna es que los órganos regionales 
de protección de los derechos humanos alcanzan un sis-
tema más desarrollado de supervisión que el propio de 
las Naciones Unidas ONU, lo que justifica plenamente 
su existencia.
La reticencia deja además de tener justificación a par-
tir del examen de la práctica de los sistemas regionales 
de protección de derechos humanos, que evidencia de 
forma palmaria el carácter preeminente de la DUDH y 
de los instrumentos internacionales en la materia. Re-
firiéndonos al sistema europeo, basta dar una lectura al 
preámbulo del CEDH (6) para refrendar esta afirmación. 
Aún más, la práctica de los sistemas regionales muestra 
que su intención no es restringir los derechos estableci-
dos en instrumentos internacionales sino, antes al con-
trario, la vocación de expandir su ámbito de protección.
2. Tanto el Consejo de Europa como la primitiva CE 
fueron organizaciones creadas para la paz y la estabilidad 
de Europa, pero fundamentadas en propósitos diversos. 
El Consejo de Europa nació con la función de promover 
genuinamente el Estado de derecho, los derechos huma-
nos y la democracia, mientras que la CE fue concebida 
en sus inicios como una institución de integración eco-
nómica dentro de cuyos objetivos figuraban la promo-
ción del comercio y de la estabilidad económica de sus 
miembros. 
A partir de aquí se plantea el interrogante de si la 
existencia de un movimiento de integración consolida-
do, como el actual de la UE, puede generar un mecanis-
mo propio, al margen de los sistemas estatales, regiona-
les o universales de defensa de los derechos humanos; 
una suerte de «comunitarización» de los derechos hu-




manos que se situaría dentro de una tendencia expan-
siva de ampliación de competencias que se manifiesta 
en numerosos sectores, antes reservados por entero a la 
esfera estatal, como, por citar algunos ejemplos recien-
tes, el Derecho internacional privado o el Derecho de las 
inversiones de carácter transnacional.
Se plantea el interrogante de si la 
existencia de un movimiento de 
integración consolidado, como el 
actual de la UE, puede generar un 
mecanismo propio de defensa de los 
derechos humanos
3. Del análisis de los Tratados constitutivos de las tres 
primitivas Comunidades se infiere que no incluyeron ca-
pítulo o sección alguna dedicados de manera específica a 
la protección de los derechos humanos o de los derechos 
fundamentales (7); tampoco incorporaron un catálogo 
de derechos (8), ni tan siquiera una referencia genéri-
ca a los mismos, con excepción del reconocimiento de 
algunos derechos individuales cuya implantación debía 
simplemente promoverse o fomentarse por los Estados 
miembros. Es evidente que esta circunstancia, vincula-
da estrechamente a la cuestión de la legitimidad demo-
crática (9), ha sido una de las causas del llamado déficit 
democrático que se ha reprochado tradicionalmente a 
la UE (10). Aunque es cierto que los Estados miembros 
habían aceptado instrumentos internacionales de dere-
chos humanos procedentes de distintos organismos in-
ternacionales, señaladamente las Naciones Unidas, e in-
cluso los recogían como parte integrante de sus propios 
ordenamientos constitucionales, la ausencia de una de-
claración expresa en la materia en el ámbito comunitario 
proyectaba una cierta inseguridad (11). Los objetivos de 
integración económica eran los prioritarios limitándose 
el Tribunal de Justicia a ejercer una labor supervisora del 
mercado común de carácter funcional. De esta suerte 
el reconocimiento de supremacía del Derecho comuni-
tario, no implicaba en modo alguno la ignorancia de los 
principios y valores humanos consolidados en los Esta-
dos miembros, sino que obedecía a poner en una escala 
superior los objetivos fijados específicamente para el lo-
gro la integración. Únicamente en una etapa ulterior el 
Tribunal de Luxemburgo se referirá explícitamente a los 
derechos humanos ocupándose de su tutela (12). 
4. Como se ha señalado los sistemas regionales de 
protección de los derechos humanos parten de la exis-
tencia de una protección universal de los derechos hu-
manos; sin embargo tal reconocimiento no ha tenido la 
virtud de reducir el desarrollo de una protección similar 
de los derechos humanos en las diversas regiones. La 
cuestión se suscita cuando en un mismo territorio co-
existen diversos sistemas de protección y, más concreta-
mente, por la interacción entre el sistema europeo, con 
su CEDH al frente, y las necesidades de una protección 
específica en un marco de integración como la UE (13).
La apuntada incorporación de un texto ajeno a la CE 
para una cuestión tal esencial obedecía a unas razones 
muy claras: el continente europeo había experimentado 
de forma paralela un fenómeno de convergencia jurídica 
en derechos humanos con otro proceso internacional, en 
principio, sin competencia en esta área. No es frecuente 
que en un mismo ámbito regional coexistan dos siste-
mas internacionales de protección de derechos humanos 
o fundamentales, creados en el seno de dos Organizacio-
nes Regionales (Consejo de Europa y Comunidad Euro-
pea). En efecto, junto al proceso propio del Consejo de 
Europa, asentado en la cooperación que inició el Estatu-
to de Londres de 1949 y que tiene en el CEDH de 1950 
su mejor instrumento, se fue formando el paralelo pro-
ceso de construcción de la Comunidad Europea, basado 
en el modelo de integración. Sin embargo, aunque en un 
principio en el ámbito comunitario no existía atribución 
alguna en materia de derechos humanos, a través de las 
sucesivas reformas de los tratados constitutivos (Acta 
Única Europea, Maastricht, Ámsterdam, Niza… ) los Es-
tados miembros han ido atribuyendo progresivamente 
importantes cotas competenciales a la que llegaría a ser 
la UE, haciéndose más evidente que los Estados miem-
bros difícilmente podían aceptar las consecuencias (jurí-
dicas y políticas) de la pertenencia a una organización su-
pranacional con tal grado de competencias en materias 
ligadas al propio concepto tradicional de soberanía sin 
una adecuada protección de los derechos fundamentales 
(14). Como es obvio, la existencia simultánea de estos 
dos sistemas de protección no tardaría en producir inter-
ferencias entre ellos, como demuestra el estudio de un 
cada día más significativo número de casos. No en vano, 
ambos sistemas pretenden el mismo fin: la protección de 
los derechos humanos o fundamentales aunque con dis-
tintos ámbitos de actuación. Mientras que el del Consejo 
de Europa incide sobre todo en los derechos civiles y po-
líticos, excluidos los problemas específicos que suscitan 
los derechos recogidos en la Carta Social Europea, el de 
la UE abarca los derechos económicos y sociales, además 
de los civiles, incluyendo los políticos derivados de la ciu-
dadanía de la Unión. 
5. En realidad, ambos procesos, aunque diferentes en 
sus concepciones y métodos de actuación, encontraron 
a través de los derechos humanos un interesante punto 
de convergencia entre sus respectivos ordenamientos 
jurídicos e incluso hasta un progresivo proceso de con-
vergencia. Ello fue debido, entre otras cosas a la existen-
cia de una valiosa interacción judicial entre el TEDH y el 
TJUE que tuvo la virtud de crear un ambiente propicio 




para que, años más tarde el Tratado de Lisboa incorpora-
ra un nuevo marco jurídico ad hoc que permitió forma-
lizar jurídicamente esa convergencia (15). Baste retener 
que la adhesión de la Unión al propio CEDH se ha con-
siderado el remate a un largo camino recorrido durante 
casi cuatro décadas. Puede afirmarse la existencia de una 
amplia aceptación de que los derechos recogidos en el 
CEDH, incluidos los que figuran en sus protocolos, debe-
rían incorporarse íntegramente al Derecho de la Unión / 
Derecho comunitario (16). Y dicha inclusión no debería 
olvidar la inserción de cláusulas que precisasen y com-
pletasen la aplicación e interpretación de dicho instru-
mento (17). Ahora bien, debe dejarse bien sentado que 
si dicho Tratado resolvió el problema de la inexistencia 
de base jurídica para la adhesión de la Unión al CEDH, 
también subrayó que, puesto que la Unión no puede 
considerarse un Estado, dicha adhesión debería tomar en 
consideración las características específicas de la Unión, 
como exigen precisamente los requisitos que los propios 
Tratados impusieron a la adhesión. Algo sobre lo que, 
como se verá, el TJ en su Dictamen de 2/2013 se ha pro-
nunciado negativamente.
II.  HACIA LA CONSOLIDACIÓN DE LOS DERE-
CHOS FUNDAMENTALES EN LA UE
1.  Antecedentes del acervo comunitario en el 
sector
6. Si bien la primitiva CE se basaba en el Estado de 
Derecho, lo que entrañaba que todas las acciones que 
realizase debían basarse en los Tratados, que fueron 
aprobados voluntaria y democráticamente por todos 
sus países miembros, era necesario dar un paso más: re-
forzar la democracia y garantizar el respeto de los dere-
chos fundamentales en la Unión. Por esa razón la consi-
deración de los derechos fundamentales en los Tratados 
comunitarios ha evolucionado progresivamente a me-
dida que se iba consolidando la construcción europea. 
Y dicha consideración se operó esencialmente por el 
Tribunal de Justicia en la medida que fue estableciendo 
un control del respeto de los derechos fundamentales 
en su jurisprudencia (18). Tras una primera fase «inhi-
bicionista» en la que el Tribunal no se pronunció sobre 
la cuestión de los derechos fundamentales en el orde-
namiento jurídico comunitario, el Tribunal ha evolucio-
nado hacia una fase «proteccionista» en las que puso 
de manifiesto la necesidad de asegurar la protección de 
los derechos fundamentales a nivel comunitario, y que 
constituyen las bases de la construcción jurisprudencial 
en esta materia (19).
En cualquier caso, un rápido recorrido por la histo-
ria de la UE revela que los derechos fundamentales de 
los ciudadanos europeos que la conforman empezaron a 
reconocerse en los textos normativos de la primitiva CE 
como reacción al aumento de sus competencias (20), es 
decir, como defensa frente al poder que ostentaba (21). 
Sería injusto negar que Tratados fundacionales, especial-
mente el constitutivo de la CEE, se abstuvieron de regu-
lar por completo materias que afectan a estos derechos 
(22). 
Semejante enfoque sectorial aconsejó descartar en 
los Tratados constitutivos cualquier instrumento norma-
tivo fundamental de tipo constitucional que incluyese 
una declaración solemne de derechos fundamentales. 
Resulta evidente que los tres Tratados fundacionales no 
se prestaban a la inclusión de un preámbulo de este tipo 
y, por añadidura, el CEDH del Consejo de Europa, firmado 
en 1950, se configuraba como un modelo perfeccionado 
que podría garantizar de manera efectiva la protección 
de los derechos humanos en Europa.
7. La STJCE 12 noviembre 1969 (as. 29/69: Erich Stau-
der c. Ville d’Ulm, Sozialamt) instauró una corriente ju-
risprudencial, continuada en la STJCE 17 diciembre 1970 
(as. 11/70: Internationale Handelsgesellschaft mbH c. 
Einfhur–und Vorrastsstelle für Getreide und Futtermit-
tel) (23) y confirmada por la STJCE 13 diciembre 1979 (as. 
44/79: Liselotte Hauer c. Land Rheinland–Pfalz), que fue 
consolidando un planteamiento tendente a reforzar el 
respeto a los derechos fundamentales en el ordenamien-
to comunitario como instrumento eficaz ante ciertos 
recelos en orden una regresión en materia de derechos 
fundamentales en los Estados miembros: la afirmación y 
preservación de su identidad jurídica mediante los prin-
cipios de primacía y efecto directo (24). Puede afirmarse 
que desde la sentencia Stauder (25) el TJ mantendrá su 
compromiso en la protección y la garantía de los dere-
chos fundamentales de la persona comprendida en los 
principios generales del Derecho comunitario, poniendo 
en marcha la denominada etapa «proteccionista» (26), 
que se consolidaría en una jurisprudencia posterior (27).




Asimismo el Parlamento Europeo, la Comisión y el 
Consejo formularon en 1977 una declaración común, 
afirmando su voluntad de continuar respetando los dere-
chos fundamentales emanados de la doble fuente seña-
lada por el Tribunal (28) y un nuevo paso adelante se dio 
en 1986, en el preámbulo del Acta Única europea, que 
menciona el fomento de la democracia basado en estos 
derechos fundamentales.
Tras una primera fase 
«inhibicionista», el TJUE ha 
evolucionado hacia una fase 
«proteccionista» en la que puso de 
manifiesto la necesidad de asegurar 
la protección de los derechos 
fundamentales a nivel comunitario
Si está suficientemente claro que tanto el Dere-
cho derivado como la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia han reconformado un conjunto de derechos 
subjetivos directamente amparados por el ordena-
miento de la UE, no lo está, sin embargo, que las li-
bertades económicas posean sin más el carácter de 
derechos fundamentales (29). Y ello aunque las la-
gunas en el sector fueron gradualmente satisfechas 
por el Tribunal, con apoyo en denominados princi-
pios generales de Derecho comunitario derivados 
de un «acervo europeo» conformado, por una parte, 
por el CEDH, firmado en Roma en 1950 en el mar-
co del Consejo de Europa; y, por otra parte, por las 
tradiciones constitucionales comunes de los Estados 
miembros (30). Puede afirmarse que, en ausencia de 
una declaración propia de derechos fundamentales, 
el Derecho europeo optó por remitirse al Derecho 
internacional (Convenio de Roma) y al patrimonio 
constitucional común. Esta doctrina es la que, al 
margen de lo dispuesto en instrumentos comunita-
rios de variado tipo, se ha ido incorporando progresi-
vamente al acervo comunitario. 
8. En la década de los ochenta los derechos fun-
damentales adquirieron gran predicamento hasta el 
punto de estimarse necesario la inclusión de un ca-
tálogo de los mismos en el Proyecto de Tratado de 14 
febrero 1984; una opción que, sin embargo, fue deses-
timada. Dicho catálogo no se alcanzó hasta 1989 con 
la Declaración de Derechos y Libertades Fundamen-
tales del Parlamento Europeo, que además incorporó 
en un mismo cuerpo normativo derechos económicos, 
sociales, culturales, civiles y políticos. Por su parte, el 
Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastrich el 
7 febrero 1992, siguió fielmente las pautas marcadas 
por el Tribunal de Justicia respecto de los derechos 
fundamentales estableciendo tanto en su preámbu-
lo como en su articulado (y no sólo en el preámbu-
lo, como hiciera el Acta Única Europea firmada el 27 
enero 1986) su «adhesión a los principios de libertad, 
democracia y respeto de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales y del Estado de Dere-
cho», añadiendo que la Unión Europea «respetará los 
derechos fundamentales tal y como se garantiza en el 
CEDH ... y tal y como resulta de las tradiciones cons-
titucionales comunes a los Estados miembros como 
principios generales del Derecho comunitario» (actual 
art. 6 y antiguo F.2º). Se formalizó con ello un sistema 
de protección efectiva de los derechos fundamentales 
en tanto se obligaba a la Unión a la protección jurídica 
de los mismos. 
Se intensifica a partir de aquí la estrecha interacción 
entre el «sistema europeo» y el «sistema comunitario» 
de protección de los derechos humanos (31) que el Trata-
do de Amsterdam, firmado el 2 octubre 1997 reitera con 
dos aportaciones singulares. La primera, incluyendo la 
posibilidad de sancionar a algún Estado miembro cuando 
viole, de manera grave y constante, los principios esta-
blecidos en el TUE. La segunda requiriendo a los Estados 
candidatos a la adhesión el respeto a los derechos funda-
mentales y a los principios democráticos. Con todo dicho 
instrumento, en efecto, no consideró la necesidad de una 
enumeración explícita de los derechos fundamentales y 
aunque reiteró el compromiso de la UE respecto a los 
derechos humanos y las libertades fundamentales (art. 
6.1º) confirmando explícitamente su adhesión a los de-
rechos sociales fundamentales (cuarto considerando del 
Preámbulo) (32). 
En definitiva, el camino para alcanzar este objeti-
vo no ha sido ni es fácil y pues idea de la adhesión al 
CEDH se desechó en aquellos momentos por entender 
que la CE carecía de competencia para firmar tratados 
internacionales en materia de derechos humanos (33). 
Puede afirmarse que la primera «constitucionaliza-
ción» de derechos que se realiza la UE se produjo en el 
Proyecto de Tratado de la Unión Europea (34). Es cierto 
que el Tratado de Maastricht dio un paso más pero no 
fue un paso definitivo ni contundente. La UE introdujo 
los derechos humanos como parte de su ordenamien-
to propio, pero a través de una cláusula de remisión o 
reenvío. Una fórmula de compromiso que no colmaba 
las aspiraciones de muchos de los participantes en su 
redacción, en cuanto a la plenitud de la tutela de esos 
derechos en el orden europeo y, por descontado, a la 
doctrina militante en el sector de los derechos huma-
nos (35).




2.  Conveniencia de la adhesión de la UE al 
CEDH: El Dictamen del Tribunal de Justicia 
2/1994 de 28 marzo 1996
9. A partir de la situación descrita, la discusión en 
torno a la conveniencia de la adhesión de la UE al CEDH, 
con el objeto de reforzar el sistema de protección de 
los derechos fundamentales, se ha convertido en una 
discusión tópica que no solamente ha tenido lugar en 
el plano doctrinal, sino que ha llegado a alcanzar una 
importante dimensión institucional involucrando tanto 
a la UE como al propio Consejo de Europa. Dicha dis-
cusión se acrecentó como consecuencia del Dictamen 
TJ 2/1994 de 28 marzo 1996. En concreto, en cuanto 
al problema de fondo, esto es, si la Comunidad tenía 
o no tenía competencia para llegar hasta la adhesión 
al CEDH la repuesta fue rotundamente negativa: «Nin-
guna disposición del Tratado confiere a las Institucio-
nes comunitarias, con carácter general, la facultad de 
adoptar normas en materia de Derechos Humanos o 
de celebrar convenios internacionales en este ámbito» 
(cdo. 27 del dictamen) (36). Para los partidarios de la 
opción en materia de derechos fundamentales, al no 
existir en los tratados disposiciones en la materia refe-
ridas a las instituciones comunitarias, la única vía posi-
ble sería la del art. 235 TCE (actual 308). Sin embargo 
el Tribunal de Justicia, consideró que dicho precepto no 
podía servir como instrumento para ampliar el ámbito 
competencial de la CE, pues las competencias incluía 
eran de atribución, ni para modificar el propio TCE al 
margen del procedimiento establecido en el mismo. 
Por consiguiente, para el Tribunal de Justicia, en la si-
tuación del Derecho comunitario de aquellos momen-
tos, la CE carecería de competencias para adherirse al 
CEDH. Con esta contestación el Tribunal de Justicia no 
consideró necesario pronunciarse acerca de si, de pro-
ducirse dicha adhesión, ésta sería compatible con los 
Tratados constitutivos. 
10. Tan contundente respuesta no podía recibir la 
unanimidad doctrinal provocando una cierta convulsión 
en un sector doctrinal adherido a un cierto europeísmo 
juridizante (37) que reprochaba la resistencia del Tribu-
nal de Justicia a perder una parte sustancial de sus com-
petencias que le obligaría a someterse en buena medida 
al TEDH (38). Pero también es de señalar que la decisión 
fue recibida con gran alborozo desde determinados me-
dios (39). Con todo, aunque arreciaron las críticas contra 
el expresado razonamiento (40), la decisión del Tribunal 
de Justicia cercenó las posibilidades de una inmediata ad-
hesión de la CE al CEDH poniendo en marcha, al margen 
de la estéril discusión de si el proceso quedaba totalmen-
te cerrado, una vía alternativa tendente a la confección 
de un catálogo de derechos fundamentales propio de la 
UE. Una vía, que como hemos apuntado se plasmaría con 
posterioridad en la CDFUE (41). Pero la solución no puso 
fin al debate, pues la decisión del Tribunal produjo la 
apertura de una serie de frentes en orden la conveniencia 
de someter a las instituciones comunitarias, señalada-
mente al Tribunal de Justicia, a un control externo, que 
garantizase el respecto efectivo de los derechos huma-
nos en el desempeño de sus respectivas funciones (42).
3.  La Carta de los Derechos fundamentales 
de la UE
11. Tras un periodo de incertidumbre, comenzó a 
cristalizar una doctrina según la cual la UE se funda en 
los principios de libertad, democracia, respeto de los de-
rechos humanos y de las libertades fundamentales, así 
como en el Estado de Derecho, que constituyen princi-
pios básicos de la Unión Europea y un requisito previo 
imprescindible para legitimarla. Ello se reflejará en el 
Tratado de la Unión Europea hecho en Maastrich y en 
otros instrumentos primarios de nueva generación (43). 
Pero para ello tendría que seguirse un largo proceso.
El Dictamen del TJUE 2/1994, de 28 
marzo 1996, supuso un revulsivo 
para buscar otros caminos y 
construir un catálogo de derechos 
fundamentales 
Indudablemente el referido Dictamen del Tribunal de 
Justicia 2/1994 de 28 marzo 1996 supuso un revulsivo, 
al no aceptar la incorporación de la CE al CEDH (44) que 
obligó a las instituciones comunitarias a actuar por otros 
derroteros a partir de una construcción autóctona del 
catálogo de derechos fundamentales. Con ello, durante 
la cumbre europea de Niza en diciembre de 2000 se pro-
dujo un hito esencial en esta materia, pues se proclamó 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE (45) 
con el objeto principal de hacer visibles los derechos fun-
damentales y fijar su alcance ante los ciudadanos (46). 
Se consolidaron en ella los principios de universalismo 
e indivisibilidad de los derechos fundamentales inspira-
dos en las tradiciones constitucionales de los Estados 
miembros y en los derechos y libertades fundamentales 
reconocidos, entre otros instrumentos, en el CEDH, en la 
Carta Social Europea, firmada en Turín el 18 octubre 1961 
(47), y en la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales 
Fundamentales de los Trabajadores aprobada en Estras-
burgo el 9 diciembre 1989 (48). Bien entendido que, en 
principio, las disposiciones de la Carta no van dirigidas a 
los Estados miembros cuando apliquen Derecho interno 
(49).
Posteriormente, la CDFUE se insertará en el Tratado 
de Lisboa y el Tratado de la Unión Europea modificado. 




De conformidad con la Declaración relativa a la CDFUE 
que figura en el Acta Final, la Carta, «que tiene carácter 
jurídicamente vinculante, confirma los derechos funda-
mentales garantizados por el Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Liberta-
des Fundamentales y tal como resultan de las tradicio-
nes constitucionales comunes a los Estados miembros» 
(50). Pero a continuación señala, al igual que el art. 6.1º 
TUE, que «La Carta no amplía el ámbito de aplicación 
del Derecho de la Unión más allá de las competencias de 
la Unión ni crea ninguna nueva competencia ni ningún 
nuevo cometido para la Unión y no modifica las com-
petencias y cometidos definidos por los Tratados» (51).
En suma, apareció un nuevo marco jurídico que apor-
tó como novedades relevantes el carácter jurídicamente 
vinculante de la Carta (52) y posteriormente se materia-
lizaría en el art. 6.2º TUE un control judicial externo por 
el TEDH manteniendo en lo fundamental la construcción 
judicial anterior.
III.  EL NUEVO PROCESO DE ADHESIÓN DE LA 
UNIÓN EUROPEA AL CEDH
1.  Ventajas de la opción y problemas en presencia
12. En el Acta Final de la Conferencia de los represen-
tantes de los gobiernos de los Estados miembros, convo-
cada en Bruselas, el 23 julio 2007, para elaborar de co-
mún acuerdo las modificaciones del TUE, del TCEE y del 
TCEEA se incorporó una declaración relativa al art. 6.2º 
TUE («La Unión se adherirá al Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales. Esta adhesión no modificará las compe-
tencias de la Unión que se definen en los Tratados») en 
la que se manifestaba conveniencia de la adhesión de la 
Unión al CEDH (53). Dicha declaración entroncaba con 
una importante corriente de opinión favorable a esta 
medida con respaldo en los siguientes argumentos: a) la 
adhesión al CEDU no supondría en principio, modifica-
ción alguna ni de autonomía del Derecho de la Unión ni 
del monopolio del TJUE en el control de validez de los 
actos de la Unión; simplemente, como ocurre también 
con los tribunales supremos nacionales, se introduce un 
control externo añadido en materia de derechos funda-
mentales: b) tampoco conllevaría, modificación alguna 
respecto a la jurisprudencia del TJUE, construida desde la 
década de los setenta generada como consecuencia de 
la jurisprudencia Solange (54);c) la CDFUE no supondría 
ningún obstáculo al mantener, en consonancia con la co-
nocida doctrina Internationale Handelsgesellschaft (55), 
que «en la medida en que la presente Carta reconozca 
derechos fundamentales resultantes de las tradiciones 
constitucionales comunes a los Estados miembros, di-
chos derechos se interpretarán en armonía con las cita-
das tradiciones» (arts. 52.4º); y d) la jurisprudencia del 
TJUE producida tras la entrada en vigor del Tratado de 
Lisboa muestra una evidente continuidad en la materia.
Sin embargo, la opción debía hacer frente a una serie 
de cuestiones previas que giraban en torno a la compe-
tencia de la Comunidad para efectuar la adhesión y a los 
problemas técnicos que de la misma se derivarían, tanto 
de índole procesal como sustantiva. Estas cuestiones se 
proyectaban también sobre las relaciones entre el siste-
ma de control de los derechos fundamentales ejercido 
por el TEDH y el propio del TJCE y la eventual superiori-
dad del primero.
13. Una atribución competencial ad hoc poseía un 
valor político y jurídico incuestionable e implicaba un 
paso importante en el progresivo proceso de perfeccio-
namiento competencial con la inserción de un mecanis-
mo de control judicial externo en materia de derechos 
fundamentales proyectado tanto en el quehacer de 
la propia UE como en el de los Estados miembros a la 
hora de aplicar Derecho de la Unión. En efecto, la adhe-
sión contribuiría a reforzar la seguridad jurídica para los 
ciudadanos de la Unión (56), clarificando las relaciones 
entre el TEDH y el Tribunal de Justicia y los problemas 
derivados de casos donde Estrasburgo se pronuncia so-
bre cuestiones de Derecho comunitario sin que la Unión 
pueda defender su postura (57). 
Por último, la adhesión al CEDH tendría la virtud de 
implementar el propio sistema de derechos humanos 
de la Unión al: a) conseguir un estándar común entre 
Estados miembros de la Unión y Estados miembros del 
Consejo de Europa pero no de la Unión, cosa que además 
favorece futuros ingresos en la UE homogeneizando los 
estándares; b) poner fin a las divergencias entre Luxem-
burgo y Estrasburgo y en tal caso TEDH estaría facultado 
para revisar decisiones del Tribunal de Justicia que afec-
tasen derechos contenidos en el Convenio de Roma; y c) 
posibilitar la interposición de demandas ante el TEDH 




que cuestionen derecho primario o secundario y que co-
rrespondan a cualquier pilar, como consecuencia de ser 
parte la Unión en el Convenio  (58). 
2.  Apertura de las negociaciones
14. Si, como vimos (59), en el Dictamen 2/94 de 28 
marzo 1996 el TJ ya había considerado que, en el estado 
del Derecho comunitario entonces vigente, la Comuni-
dad Europea carecía de competencia para adherirse al 
CEDH con posterioridad se ha vuelto a insistir en el con-
trol previo de la compatibilidad con los Tratados de la 
Unión Europea de la referida adhesión, impuesta esta vez 
por los propios Tratados tras la última reforma de Lisboa. 
Como se recordará dicho Tratado modificó asimismo 
el art. 6 TUE, que ahora dispone, por una parte, que los 
derechos fundamentales garantizados por el CEDH y los 
que son fruto de las tradiciones constitucionales comu-
nes a los Estados miembros formarán parte del Derecho 
de la Unión como principios generales, y, por otra parte, 
que la Unión se adherirá al CEDH. En relación con esta 
última cuestión, el Protocolo nº 8 anexo al TUE y al TFUE 
dispuso una condición en el sentido de que el Acuerdo de 
adhesión debería cumplir determinados requisitos dirigi-
dos fundamentalmente a que se reflejase la necesidad de 
preservar las características específicas de la Unión y del 
Derecho de la Unión y a que se garantizase que la adhe-
sión no afectaría a las competencias de la Unión ni a las 
atribuciones de sus instituciones (60). Al mismo tiempo, 
desde la perspectiva del Consejo de Europa el Protocolo 
nº 14, por el que se modifica el mecanismo de control 
del CEDH, hecho en Estrasburgo el 13 mayo 2004 (61), 
allanó el camino al modificar el art. 59.2º de este último 
instrumento con el siguiente tenor «2. La Unión Europea 
podrá adherirse al presente Convenio».
15. Cumpliendo estas previsiones, a raíz de una reco-
mendación de la Comisión, el Consejo adoptó el 4 junio 
2010 una decisión por la que autorizaba la apertura de 
las negociaciones con el Consejo de Europa relativas al 
acuerdo de adhesión, siendo designada negociadora la 
propia Comisión. A partir de aquí comenzaron unas com-
plejas reuniones de trabajo que se extendieron a lo largo 
de tres años y en las que se tuvieron muy en cuenta las 
reticencias mostradas por el Tribunal de Justicia con el 
Dictamen de 1994 (62). En junio de 2013 se presentó al 
Comité Directivo de Derechos Humanos del Consejo de 
Europa el Informe Final relativo a las negociaciones (63), 
al que se adjuntaron, además del Proyecto revisado de 
Acuerdo de Adhesión, otros proyectos de actos jurídicos, 
como fueron un Proyecto de la Declaración que realizará 
la Unión Europea al firmar el Acuerdo de Adhesión, un 
Proyecto de Regla a añadir a las Reglas del Comité de 
Ministros, un Proyecto de Declaración Común de Inten-
ciones de la Unión Europea y la Parte Contratante X y 
un Proyecto de Informe Explicativo del Acuerdo de Adhe-
sión (64). El 5 abril 2013, las negociaciones concluyeron 
con un acuerdo sobre los proyectos de instrumentos de 
adhesión (65). En este contexto, la Comisión se dirigió el 
4 julio 2013 al Tribunal de Justicia para solicitar su dic-
tamen sobre la compatibilidad del Proyecto de acuerdo 
con el Derecho de la Unión, de conformidad con el art. 
218 TFUE, ap. 11.5º (66). 
3.  Las razones de oposición del Tribunal de Jus-
ticia: el Dictamen TJ 2/2013, de 18 diciembre 
2014
16. El Dictamen 2/2013 del Pleno del Tribunal de Jus-
ticia ha sido un jarro de agua fría a los defensores de la 
adhesión (67). Frente a las tesis esgrimidas por la Comi-
sión, el Consejo, el Parlamento Europeo y 24 gobiernos 
nacionales, para el Tribunal el Proyecto de acuerdo no 
había tenido en cuenta las características específicas del 
Derecho de la Unión; por consiguiente, y habida cuenta 
de los problemas identificados, concluyó afirmando que 
dicho Proyecto no era compatible con las disposiciones 
del Derecho de la Unión y que la competencia del Tri-
bunal de Justicia para conocer de cualquier litigio entre 
Estados miembros y entre éstos y la Unión relacionado 
con el cumplimiento del CEDH no permitía un parecer 
contrario  (68) .
17. Los argumentos esgrimidos para llegar a este fallo 
pueden sintetizarse como sigue:
i) Al ser el CEDH un tratado internacional celebrado 
por la UE, igual que cualquier otro, obligaría a las ins-
tituciones de la Unión y a los Estados miembros y, por 
lo tanto, formaría parte integrante del Derecho de la 
Unión. En tal supuesto, la Unión, como cualquier otra 
Parte Contratante, estaría sujeta a un control externo 
que tendría por objeto el respeto de los derechos y liber-
tades reconocidos en el CEDH. Por lo tanto, la Unión y 
sus instituciones, incluido el Tribunal de Justicia, estarían 
sujetas a los mecanismos de control previstos por dicho 
Convenio, y en particular a las decisiones y sentencias 
del TEDH (69). 
ii) Puesto que el CEDH otorga a las Partes Contratan-
tes la facultad de establecer estándares de protección 
superiores a los garantizados por dicho Convenio, es 
menester garantizar la coordinación entre el CEDH y la 
CDFUE. Para el Tribunal de Justicia, cuando los derechos 
reconocidos por la Carta se corresponden con derechos 
garantizados por el CEDH la facultad otorgada a los Es-
tados miembros por el CEDH debe seguir estando limi-
tada a lo necesario para no poner en peligro el nivel de 
protección que contempla dicha Carta ni la primacía, la 
unidad y la efectividad del Derecho de la Unión. El Tribu-
nal de Justicia considera que en el Proyecto de acuerdo 




no figura disposición alguna que garantice dicha coordi-
nación de manera efectiva. 
iii) El Tribunal de Justicia objeta con energía la asimi-
lación de la Unión a un Estado que figura en el Proyecto, 
reservando a ésta un papel idéntico al de cualquier otra 
Parte Contratante, ignorando precisamente la naturale-
za intrínseca de la Unión en la cual los Estados miembros, 
en lo que atañe a las materias que han sido objeto de un 
traspaso de competencias a la Unión, han aceptado que 
sus relaciones se rijan por el Derecho de la Unión, con ex-
clusión de cualquier otro Derecho. Asimilar la Unión y a 
Estados miembros que son Partes contratantes, no sólo 
en sus relaciones con las Partes que no son miembros 
de la Unión, sino también en sus relaciones recíprocas, 
exigiría que cada Estado miembro verificase el respeto de 
los derechos fundamentales por parte de los demás Esta-
dos miembros, pese a que el Derecho de la Unión impone 
la confianza mutua entre esos Estados miembros. Ante 
esta situación, para el Tribunal de Justicia la adhesión se-
ría susceptible de poner en peligro el equilibrio en que se 
basa la Unión y la autonomía de su ordenamiento jurí-
dico, algo sobre lo cual el Proyecto de adhesión guarda 
silencio. 
Para el TJUE el Proyecto de 
acuerdo no había tenido en cuenta 
las características específicas 
del Derecho de la Unión; por 
consiguiente, concluyó afirmando 
que dicho Proyecto no era 
compatible con sus disposiciones 
iv) Una nueva objeción se refiere al Protocolo nº 16 
al CEDH de 2 octubre 2013 que permite a los órganos ju-
risdiccionales de mayor rango de los Estados miembros 
dirigir al TEDH solicitudes de opiniones consultivas sobre 
cuestiones de principio relativas a la interpretación o a 
la aplicación de los derechos y libertades garantizados 
por el CEDH o sus Protocolos. Como quiera que en caso 
de adhesión, el CEDH formaría parte integrante del De-
recho de la Unión, el mecanismo instaurado por dicho 
Protocolo podría afectar, de acuerdo con el Tribunal de 
Justicia, a la autonomía y la eficacia del procedimiento 
de remisión prejudicial establecido en el TFUE, especial-
mente cuando los derechos garantizados por la CDFUE 
se corresponden con los reconocidos por el CEDH. No 
puede excluirse que una solicitud de opinión consultiva 
formulada en virtud del Protocolo nº 16 por un órgano 
jurisdiccional nacional pueda desencadenar el procedi-
miento denominado de «intervención previa» del Tribu-
nal de Justicia, creando así un riesgo de que se soslaye 
el procedimiento de remisión prejudicial. Tampoco esta 
cuestión está prevista en el Proyecto de adhesión.
v) El TFUE dispone que los Estados miembros se 
comprometen a no someter las controversias relativas 
a la interpretación o aplicación de los Tratados a un pro-
cedimiento de solución distinto de los previstos en los 
mismos. Por consiguiente, cuando se cuestiona el De-
recho de la Unión, el Tribunal de Justicia tiene compe-
tencia exclusiva para conocer de cualquier litigio entre 
Estados miembros y entre éstos y la Unión relacionado 
con el cumplimiento del CEDH. El hecho de que, según 
el Proyecto de acuerdo, los procedimientos ante el Tri-
bunal de Justicia no deban considerarse modos de solu-
ción de controversias a los que las Partes Contratantes 
renuncian con arreglo al CEDH no basta para preservar la 
competencia exclusiva del Tribunal de Justicia. En efecto, 
el Proyecto de acuerdo deja subsistente la posibilidad de 
que la Unión o los Estados miembros planteen una de-
manda ante el TEDH que tenga por objeto una supuesta 
violación del CEDH cometida por un Estado miembro o 
por la Unión en relación con el Derecho de la Unión. La 
existencia misma de esta posibilidad vulnera las exigen-
cias del TFUE. En estas circunstancias, el Tribunal de Jus-
ticia considera que el Proyecto de acuerdo únicamente 
podría ser compatible con el TFUE si la competencia del 
TEDH estuviese expresamente excluida respecto de los 
litigios entre Estados miembros o entre éstos y la Unión 
relacionados con la aplicación del CEDH en el marco del 
Derecho de la Unión.
vi) En el Proyecto de acuerdo, la finalidad del meca-
nismo del codemandado es garantizar que los recursos 
interpuestos ante el TEDH por terceros Estados y los re-
cursos individuales se presenten correctamente contra 
los Estados miembros, contra la Unión, o contra ambos, 
según el caso. El Proyecto de acuerdo prevé que una 
Parte Contratante se convierte en codemandada bien 
aceptando una invitación del TEDH, bien por decisión de 
éste a solicitud de la propia Parte Contratante. Cuando 
la Unión o los Estados miembros soliciten intervenir en 
calidad de codemandados en un asunto ante el TEDH, 
deberán demostrar que concurren los requisitos para su 
participación en el procedimiento y el TEDH se pronun-
ciará sobre esta solicitud a la vista de la verosimilitud de 
las alegaciones formuladas. Según el Tribunal de Justicia, 
mediante este control, el TEDH se ve llamado a apreciar 
las normas del Derecho de la Unión que regulan el re-
parto de competencias entre ésta y sus Estados miem-
bros, así como los criterios de imputación de los actos 
u omisiones de éstos. El TEDH puede adoptar una deci-
sión definitiva al respecto que obliga tanto a los Estados 
miembros como a la Unión. Permitir que el TEDH adop-
tase una decisión como ésta podría vulnerar el reparto 
de competencias entre la Unión y sus Estados miembros.




vii) Una nueva objeción atañe al procedimiento de in-
tervención previa por parte del Tribunal de Justicia. Al res-
pecto este último vierte dos importantes objeciones. En 
primer lugar, en caso de que el Tribunal de Justicia ya se 
ha pronunciado sobre la misma cuestión jurídica que es 
objeto del procedimiento ante el TEDH únicamente pue-
de resolverla la institución competente de la Unión, de-
biendo la decisión de dicha institución vincular al TEDH; 
permitir que el TEDH se pronuncie sobre esta cuestión 
equivaldría a atribuirle competencia para interpretar la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, por consiguiente, 
este procedimiento debería configurarse de tal mane-
ra que, en cualquier asunto pendiente ante el TEDH, se 
remitiese una información completa y sistemática a la 
Unión para que la institución competente pudiese apre-
ciar si el Tribunal de Justicia ya se ha pronunciado sobre 
la cuestión que es objeto del asunto y, en caso contrario, 
pudiese iniciar dicho procedimiento. En segundo lugar, el 
Tribunal de Justicia observa que el Proyecto de acuerdo 
excluye la posibilidad de dirigirse al Tribunal de Justicia 
para que se pronuncie sobre una cuestión de interpreta-
ción del Derecho derivado mediante el procedimiento de 
intervención previa; esta limitación del alcance de dicho 
procedimiento exclusivamente a las cuestiones de vali-
dez vulnera, en su opinión, las competencias de la Unión 
y las atribuciones del Tribunal de Justicia.
viii) Finalmente, el Tribunal de Justicia analiza las ca-
racterísticas específicas del Derecho de la Unión en lo 
que se refiere a la tutela judicial en materia de política 
exterior y de seguridad común (PESC). A este respecto 
subraya que, en el estado actual del Derecho de la Unión, 
determinados actos adoptados en el marco de la PESC 
escapan al control jurisdiccional del Tribunal de Justicia 
(ap. 252). Esta situación es inherente a la regulación de 
las competencias del Tribunal de Justicia establecida en 
los Tratados y, como tal, únicamente puede justificarse 
desde la perspectiva del Derecho de la Unión. Sin em-
bargo, como consecuencia de la adhesión tal como está 
contemplada en el Proyecto de acuerdo, el TEDH estaría 
facultado para pronunciarse sobre la conformidad con 
el CEDH de determinados actos, acciones u omisiones 
que se producen en el marco de la PESC, y en particu-
lar, de aquellos cuya legalidad desde el punto de vista 
de los derechos fundamentales escapa a la competencia 
del Tribunal de Justicia. Ello equivaldría a encomendar el 
control jurisdiccional exclusivo de dichos actos, acciones 
u omisiones de la Unión, en lo relativo al respeto de los 
derechos garantizados por el CEDH, a un órgano externo 
a la Unión. Por consiguiente, el Proyecto de acuerdo no 
tiene en cuenta las características específicas del Dere-
cho de la Unión en lo que respecta al control jurisdiccio-
nal de los actos, acciones u omisiones de la Unión en el 
ámbito de la PESC. 
Habida cuenta de los problemas identificados, el Tri-
bunal de Justicia concluye que «El acuerdo de adhesión 
de la UU al CEDH no es compatible con el artículo 6 TUE, 
apartado 2, ni con el Protocolo (nº 8) sobre el apartado 
2 del artículo 6 TUE relativo a la adhesión de la Unión al 
CEDH». En suma, para el Tribunal de Justicia con la adhe-
sión de la UE al Convenio Europeo, en lugar de «ganar» 
en margen de acción política y judicial en materia de de-
rechos humanos, se pierden competencias preciosas. De 
ahí el rechazo de la pretensión.
IV.  CONSIDERACIONES FINALES A MODO DE 
BALANCE
18. Un balance de la cuestión abordada en estas pá-
ginas, requiere una reflexión sosegada y aséptica, resul-
tando obligado advertir que la visión panorámica que se 
pretende de una «Tribuna» no tiene otra pretensión que 
la divulgativa. Con esta premisa se realizarán unas consi-
deraciones muy breves en torno al Dictamen 2/2013, de 
18 diciembre 2014. Una decisión favorable a la adhesión 
tendría como consecuencia el sometimiento de la Unión, 
como ocurre actualmente con sus Estados miembros en 
materia de respeto de los derechos fundamentales, al 
control de una jurisdicción ajena a la misma, especiali-
zada en la materia: el TEDH. En particular, esta adhesión 
permitiría no sólo a los ciudadanos de la UE, sino tam-
bién a los ciudadanos de terceros países presentes en el 
territorio de la Unión, recurrir directamente ante este 
Tribunal, sobre la base de las disposiciones del CEDH, los 
actos jurídicos adoptados por la Unión, en las mismas 
condiciones que los actos jurídicos de sus Estados miem-
bros; ello ofrecería nuevas posibilidades procesales para 
los individuos, que estarían facultados para presentar 
sus reclamaciones, una vez agotados los recursos nacio-
nales, por presuntas violaciones de los derechos funda-
mentales por parte de la UE ante el TEDH. Además, la 
adhesión tendría la virtud de colocar a la UE en el mismo 
plano que sus Estados miembros con respecto al siste-
ma de protección de los derechos fundamentales bajo la 
supervisión del TEDH lo que posibilitaría la intervención 
de la UE cuando los casos se susciten ante el Tribunal de 
Estrasburgo. Por último, tras la adhesión, la UE se con-
vertirá en el firmante número 48 CEDH y contraría con 
su propio juez en el Tribunal de Estrasburgo.
Pero tras el fallo del pasado diciembre tales propósi-
tos distan mucho de convertirse en realidad, al menos de 
forma inmediata. El razonamiento del Tribunal de Justicia 
en su Dictamen 2/2013 para oponerse a la adhesión de la 
UE a la CEDH es de extraordinaria complejidad y aborda 
aspectos institucionales muy polémicos. Por lo pronto 
llama la atención que no haya aprovechado las deno-
minadas «pasarelas» (art. 6.3º TUE y art. 52.3º CDFUE) 
entre el Derecho de la UE y el sistema conformado por 
el CEDH y la jurisprudencia emanada del TEDH para ma-




tizar su posición. Dichos aspectos polémicos son, suma-
riamente expuestos, los siguientes: En primer término, 
el relacionado con el propio estatuto de la UE como su-
jeto de Derecho internacional; dicho en otros términos 
la preservación de las características específicas de la UE 
y del Derecho de la Unión superando la interpretación 
alcanzada por el Dictamen 2/1994, a partir de las posibi-
lidades ofrecidas por la Declaración nº 2 sobre el art. 6.2º 
TUE. En segundo lugar, el ejercicio del control jurisdic-
cional externo de la UE apuntándose, en este último as-
pecto, una corriente de opinión muy crítica al Dictamen 
que, con independencia de la mayor o menor bondad 
de los argumentos jurídicos que justifican la oposición 
la adhesión, insisten en la desconfianza que el Tribunal 
muestra hacia el control externo del Derecho de la Unión 
por un sistema, el del Consejo de Europa, en el que es-
tán integrados no sólo los 28 Estados de la Unión, sino 
otros muchos (hasta 47), incluida la Federación Rusa, y 
Serbia y Turquía (70). Y junto a estas cuestiones centra-
les gravitan temas como el relativo a que en un proceso 
abierto contra la Unión pueda ser codemandado un Es-
tado miembro y el papel atribuido a aquélla, o el control 
judicial de la PESC también ocuparán un lugar destacado 
en el debate que se avecina.
19. El parecer discrepante de muchos de los argu-
mentos esgrimidos por el Tribunal por parte de la Abo-
gada General J. Kokott el 13 de junio de 2014 (71) sin 
duda será un terreno abonado para una polémica que 
está servida. 
Había gran expectación por la respuesta a la cuestión 
suscitada y un sector mayoritario de la doctrina había 
dado por hecho que ésta iba a tener una respuesta favo-
rable a la adhesión, planteando cautelarmente la defensa 
de la misma en términos de gran dramatismo: la respues-
ta positiva era imprescindible para la supervivencia misma 
de la defensa de los derechos fundamentales en la Unión 
Europea. Incluso se reclamaba que el Tribunal estaba lla-
mado a dictar «con altura de miras» una resolución de 
transcendencia susceptible de influir de manera decisiva 
en la evolución futura del proceso de integración europea 
(72). Tras el fallo el previsible desconsuelo de estos secto-
res amenaza con llenar la literatura jurídica de los próxi-
mos meses con estudios llenos de improperios contra el 
Tribunal de Justicia. Sería aconsejable, no obstante, que 
antes de comenzar estas acciones los críticos leyeran el 
libro de Philippe Muray, L’empire du bien (73)
20. Para afirmar que una cosa en intrínsecamente im-
posible es preciso que se tengan ideas muy claras de los 
extremos que se repugnan; de otra manera hay riesgo de 
apellidar absurdo, lo que en realidad no lo es (74). El Dic-
tamen 2/2013 no parte de una imposibilidad metafísica 
de la adhesión propugnada, aunque se niegue a admi-
tirla. Muchas de las refutaciones del Tribunal de Justicia 
al acuerdo propuesto no son técnicamente insalvables. 
En algunos casos, el propio Tribunal de Justicia apunta, 
al lado de la objeción, el procedimiento adecuado para 
modificar el proyecto de acuerdo. Esa es la diferencia 
del presente Dictamen con el Dictamen 2/1994. Si aquél 
suponía, al menos en apariencia, un cierre de las expec-
tativas de la adhesión a partir de las cuestiones com-
petenciales, el Tribunal de Justicia impone en este caso 
unas duras exigencias con el objeto de no menoscabar 
una situación de privilegio que debería ocupa tanto la UE 
como él mismo, respecto de los demás sujetos parte en 
el Convenio Europeo y sus máximos órganos jurisdiccio-
nales. Del carácter restrictivo del Tribunal en este punto 
da muestra el hecho de que haya rechazado así ciertas 
posibilidades, ciertamente bien fundadas, ofrecidas por 
la Abogada General como las siguientes:
«278. Del examen del Proyecto de Acuerdo, efectua-
do basándose en los criterios jurídicos recogidos en el ar-
tículo 6 TUE, apartado 2, y en el Protocolo nº 8 y a la luz 
de la Declaración nº 2, no ha resultado nada que ponga 
en cuestión de manera fundamental la compatibilidad 
con los Tratados de la adhesión de la Unión al CEDH así 
planteada. Únicamente será preciso introducir algunos 
cambios o completar algunos elementos en aspectos re-
lativamente insignificantes del Proyecto de Acuerdo, lo 
cual debería poder realizarse sin gran esfuerzo.
279. A la luz de todo lo expuesto, me parece que no 
sería conveniente declarar que el Proyecto de Acuerdo, 
en su redacción actual, es incompatible con los Tratados. 
En su lugar, siguiendo el ejemplo de su segundo dicta-
men relativo al Espacio Económico Europeo, el Tribunal 
de Justicia debería declarar que el Proyecto de Acuerdo 
será compatible con los Tratados siempre que se realicen 
los cambios y aclaraciones que he mencionado y que se 
completen los aspectos a que también me he referido».




No debería considerarse que el reconocimiento de la ju-
risdicción del TEDH por parte de la Unión sea, como entiende 
el Dictamen, un mero sometimiento. Más bien puede ser una 
vía de intensificar el diálogo en materia de derechos funda-
mentales que ya existe, como jurisdicciones auténticamente 
europeas, entre el Tribunal de Justicia y el TEDH. Dicha cola-
boración siempre contribuirá al fortalecimiento de la tutela 
de los derechos fundamentales en Europa y, con ello, tam-
bién a la realización de los valores esenciales en los que se 
fundamenta la Unión, de conformidad con el art. 2 TUE.
21. Desde la una perspectiva de política legisla-
tiva es cierto que el Dictamen evita complejas ex-
plicaciones tanto a los ciudadanos de la UE como a 
los Estados miembros de que sus sistemas nacionales 
de protección de derechos fundamentales, incluidos 
en el entramado de protección sus Tribunales Supre-
mos/Constitucionales, están sometidos al escrutinio 
de Estrasburgo, y no así el sistema de protección de 
la Unión, incluido el TJUE. Pero pondrá en guardia a 
los Estados miembros del Consejo de Europa que no 
lo son de la Unión para iniciar un nuevo proceso de 
negociación en el que se les exija mayores concesio-
nes (75).
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